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la norma 9.' de la CUcular de 7 de aeptiembre de 1984 en que halla
cobertW1l; pero tales cuestiones ya han sido reaue\1aI, en aenlido
positivo y favOOlble a la leaalidad de esas resoluciones, por parte
de la Audiencia Territoriál, Y, al no reaultar en modo aI¡uno
decisivas para resolver sobre el tondo del asunto que se nos plantea,
no procede que nos proDllDciemos lObee ellas. Nuestro pronuncia­
miento ha de .versar, por .tanto, exclusivamente, sobre si el
nombramiento de un Jefe de Operaciones de la OIia Postal de
Ahorros, Dele¡ación de aoere., sin mediar anuncio o convocato­
ria pública para la provisión de tal pueslo vulnera los deRicho¡ del
recurrente que resultan de los arto. 14 Y 23.2 de la CE.

4. En el _te caso, la desigualdad de ttato, causalde de las
citadas vulneraciones de 10 previsto en los arts. 14 '1 23.2 de la
Constitución derivarla, lIeI'ÍD el recurrente, de que, para la designa.
ción del titular del pueslo de Jefe de Operaciones no se ha seguido
el procedimiento usual para la provisión de plazas a la O\ja POital
(concurso pUblico entre funcionarios de Correos Y Telecomunica­
ciones) sino UD prooedimiento de desi¡¡nación directa; Y en
consecuencia, el recurrente ha quedado en una posición desfa';ora­
ble, ya que no ha podido haner valer sus pretensiones, Di se ha
podido tener en cuenlll sus méritos Ycapacidades para la pmvioión
en su favor del puesto en cuestión.

Co~o señala el recurrente, en la provisión de vacante de Jefe de
OperaCiones de que nos ocupamos no se siguió el procedimiento
senera!, previsto en el arto 7.1 del Régimen de personal de la Caja
(que esIllbleoe la provisión de vacantes por concurso de méritos O
pruebas se¡ecti....) sino el tq\ado por la norma 9 de la CircuJar de

. lO de leptlembre de 1984. Eslll norma, que rigió el procedimiento
para la provisión de la plaza, dispone que, con carácter exoepcional
y transitorio, las unidades que IntegraD el Organismo de la Caja
Postal de Ahorros, que sustituye a la anterior estructurao~ca de
la entidad, serán PI'tlvistas por el Presidente del Consejo de
Adntinistración, por libre desiKnación, entre el personal que viene
desarrollando fwíciones a<:ordes en la actual organización, sin el
requisito de previo anuncio de concurso.

S. Ahora bien. no resullll que la adopción de este pmoedi.
ntie~to.supo!ll& UD!' aclj1ación arbitraria o di~ria, o una
~ón sm ¡ustificactón al¡una del l'rocedintiento ¡enera! de
prnvmón de plazas. Pues 1anto en la IDlSma norma citada, como
en la conteslllción al recurso de reposición interPuesto en su dia por
el b,?y "'emandante ~ ""!paro se~n presentes div~ razones
explicatIvas de la ap'licaaón de un Slstema de desljlll!lClón direcIll
que excluyen su <:alílicación como arbitrario o diserintinatorio para
con el h'?Y recurrente. Tales razones son, que se confi¡ura como
una medida expresamente concebida como excepcional y transito­
ria; que esa exoepcionalidad resu1Ill de una modificación o altera­
ción de la estructura orRánica anterior llevada a cabo por el Real
Decreto 1287/1984, de 10 de junio; que esa modificación lleva a la
neoesidad de bolDologar el nombrantiento del personal QUe ya
prestaha sus servicios en la Olía Postal en funciones acordes con las
que ya eslllha desempedando; Yque la vía seguida se ve justificada,
ya que pretende evitar que esa homologación -que no afecta a la
normal Y ulierior prnV1sión de puestos de trablúo- paralice el
normal funcionatmento de la Olio. Estas razones, expresamente
ofrecidas por la.Administració,:, ~ no !1esvinuadas por el recurrente,
conducen a estrmar, con el Ministeno Fiscal, que se 1flita aqul de
una necesaria redefinición de puestos de trabajo entre el personal

Pleno. Cuestión de irlCcmslilucionalitúui rnlmero
665/1984. Sent~ia .úmero 1911987. de 17 de
febTero.

El Pleno del Tribunal Constitucional, «>mpuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria Besu~ Can­
tón, don Anjlel Latorre Segura, don Francisco Rubio Uorente, don
l-uis Diez·Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Sena, don
Fernando Garcia·Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Eugenio Dlaz Eimil, don Miauel Rodriguez.PIllero Y
Bravo·Ferrer, don Jesús Leguina Villa Y oon l-uis l.ópez Gueml,
Maaistrados, ha PI'tlnunciaQo

EN NOMBRE DEL REY .

1IENfEN{1A

. ·En la cuestión 'de ÍDCCIJlItitucionalidad núm. 66S/19&4, plan­
teada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Sevilla, en 'au~ de ~urso .contencioso-admjnjstra.
Iivo núm. &41/1984, interpuesto por dou Aurelio Romero Girón y
otros contra Acuerdo del Ayunlllntiento de Jerez de la Frontera·
sobre imposición del tipo de gravamen del S por lOO oobre la wolll

que ya venia desarrollando funciones acordes, Y entre el que no se
encontraha d boy recurrente.

6. En consecuencia de lo expuesto, no cabe apreciar que se
hayan PI'tlducido las vulneraciones denunciadas de derechos aus­
ceptibles de amparo. En primer lusar, ~ respecto al contenido en el
arI. 23.2 de la Constitución que garantua el acceso en condiciones
de i&ualdad a cargos y funciones públicas con los requisitos
señaládos por las Leyes, el recurrente no se eJlCOntraha incluido en
01 ámbito de los que, en virtud de la normativa aplicable, pndrian
acceder al puesto de que se tralllba, al no reunir las condiciones
exi&idas para el1o, es decir, pertenecer al penonal que ya prestase
aus servicio¡ en la Olía Postal, en funciones acordes con las de la
p\aza a PI'tlveer; y, como ha señalado repetidamente este Tnbunal,
no Icsiona el mencionado derecho a la exi¡encia de distintos
requisitOi o condiciones que 101 ciudadanos dehan reunir para
aspirar a los distintos ~os o funciones, ya que lo Que el art. 23.2
de la C.E. viene a prohibir es que las reglas de procedimiento para
el acceso a los cargos y funciones públicos se eslllblezcan, no
mediante ttnninos ¡enerales y abstractos, sino mediante referen­
ciaS individuales y CODCreIllS, lo que no se ha aducido en ningún
momento en 01 I.":""'nte caso. No cumplia, pues, el recurrente las
condiciones exigidas por la normativa aplicable; Y. por otra parte,
y como se señaló, tampoco Abe apreciar Que esa normativa
vulnerase el.:,.;iio de iaua!dacl, princi¡>io Que, tal como este
Tribunal ha' . o repetidamente, prescnbe que no se produzcan
desi¡ualdades de tratamiento (en las normas o en la aplicación de
las mismas) que resulten iJijustificadas por no estar fundadas ni ser
razonables, de acuerdo con eriterios o juicios de valor generalmente
acoplados. La presencia de una justificación fundada y razonable
-como le ha dado en este caso, tan10 en la misma norma aplicada
como en la respueslll administrativa a la reclamación del boy
recurrente- excl~ estimar que en este caso le baya producido la
wlneración aductda del principio de igualded. Resullll así que el
recurrente no reunla los requi.itos para la PI'tlvisión de la plaza
exigida por una normativaj~ acorde con la legalidad por los
Tnbunaleti, y que no ofrece mdicios de vulneración oel princtpio de
igualdad; por \o que no puede estimarse QUe .. hayan vulnerado los
áerechos fundamentales que se aducen a acceder en condiciones de
igualdad a un cargo o función pública, <:on los requisitos señalados
por las Leyes.

FALLO

En atención a todo \o expuesto el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU·
aON DE LA NADON ESPANOLA,

Ha decidido:

Denepr el amparo solicitado por don Aquilino de Felipe
Sánc1lez

Pub\iquese esIll Sentencia en el cBoletin Oficial del Estado».

Dada en Madtid a 16 de febrero de 1987.-Gloria llegué
eantón.-AJl&elLatorre Segura.-Fernando Garcia·Mon y Gonz4[ez·
RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-Jesú5 Le¡uina VilIa.-Luis
López Quem.-Fumados y rubricados. .

Uqnida del Impuesto de la Renlll de la. Personas Fisicas y tiJlO de
pavamen sobre la Contribución Territorial Ut1lana, Rústica y
PecuariL Han sido partes el Fiscal Genera! del Estado y el Letrado
del Eslado '1 ponente el Maaistrado don Luis Diez·Picazo y Ponce
de León, quien expresa el panlCet del Tribunal

.'

1. ANTECEDENTES

1. Con iocha 19 de mayo de 1984. don Aurelio Romero Girón
y otras personas interpusieron leCIIISO contencioso-adminitivo
ante la Sala oonespondiente de la Audiencia Territorial de Sevilla
\lOntra el Acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Jerez de la Frontera,
de 29 de febr«o .del mismo año, por el que se imponla un _o
del 5 por lOO sobre la Reolll de las i'ersoDa$ Físicas Y se lijaba el
tipo de gravamen de la Contribución Territorial Urbana en el 40
por lOO y d de la Contribnción Territorial Rústica y Pecuaria en
el 20 por lOO. Se admitió a trámite el reauso por la vía establccida
en la Ley de Proteoción Jurisdiccional de los Derechos Fundamen·
~.~ 26 de '!i~brede 1978, al entender las partes que RSU1tó
tnfringido el pnnctplO de i¡ualdad consagrado en el articulo 14 de
la Constitución:

2. Cumplidos los trámites de formulación de la demanda y de
las alegacio..... la Sala, por providencia. del <!ía 4 de junio de 1984,
~ oír a las partes por plazo comun e lDlpmrrogable de diez
días acerca de la penmencta de plantear cuestión de inconstitucio·
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nalidad ante el Tribunal Constitucional sobre los arts. 8, 9 Y 13, Y
disposición transitoria primera, de la Ley 24/1983, de 21 de
dictembre, en relación con los arts. 1,9, 14,31,53.1, 133.1 Y2, 139,
149.1-1.° Y 157.2 de la Constitución. Se mostraron conformes con
el planteamiento de la cuestión los recurrentes y l;1 Ministerio
Fiscal, manifestando su oposición el Ayuntamiento demandado y
el Letrado del Estado.

3. Mediante Auto de 20 de junio de 1984, suscitó ante este
Tribunal cuestión de inCOnstituClOnalidad la Sala de 10 Conteo­
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevil\a. EQ esta
resolución, tras recordar la doctrina constitucional sobre los requi­
sitos y ~~puestos para el planteamiento de cuestión de inconsti­
tucionaJidad, comenzó la Sala por resolver los problemas
procesales de cartcler previo suscitados en el procedimiento
metidos a la \eaitimación de los actores, a la interposición en
tiempo del recurso mismo y a la adccuacióQ o no del p,.,....,imieoto
instado.
. Fueron todas estas cuestiones despejadas por la Sala en térmi­

nos favorables a la visbilidad del recuno, indic4ndose esoeclfica­
mente sobre la lUtima de ellas la procedencia de tramitar eC recurso
por el cauce resuIado en la Ley 62/1978, por entender afectado, en
el caso, el derecho timdamental reconocido en el Q1. 14 de la
Constitución y sin que, de otra~, resultara atendible la objeción
de que dicha vis seria impracticable por empleane para combatir
una disposición ..nera\, alepto ~ble no sólo ~rque el
Acuerdo impugnado seria un acto administrativo referido a una
pluralidad indeterminada de sujetos, sino porque, aun si hubiera
tenido. naturaleza reg1amentaria. ello no habria imDedido su
revisión en este cauce. En cuanto al objeto mismo de fa euestión
de inconstituciona1idad, se expuso por la Sala 10 si¡uiente:

a) Que los arts. 8 Y 9 de la Ley 24/1983, de 21 de diciembre
pudieran ser contrarios a la Constituci6n por contradecir el valor
superior del ordenamiento que es la igualdad (establecido en su Q1.
1), así como 10 prevenido en el Q1. 14, en cuanto el mismo se
relaciona con el 31 de la misma Norma rundamenta1, de tal modo
que queda prohibida la desi¡ualdad entre los ciudadanos por
cualquier condición o circunstancia personal o socia1, debiendo
todos contribuir al sostenimiento de las car¡¡as públicas mediante
un sistema tributario justo insDirado en los principios de igualdad
Y progresividad. Tamhi~ habrian sido conculcadas las normas
contenidas en los núm.. 1 y 2 del art. 133 de la Constitución, en
cuanto a la exclusiva competencia estatal ~ediante Ley,
establecer los tributos. De la aplicación de la 24/1983, en
cuanto concede a los Ayuntamientos la posibilidad que establez­
can el tipo impositivo que deseen en el reau¡o sobre la cuota
liquida del Im~ sobre la Renta de las Personas Flsicas,
depende la decisión del proceso Y por ello resultarla obligado
plantear la referida cuestión de inconstituciona1idad. De una~
los ~tos \eaislativos citados poc!rfaQ atentar al pnnct.'•pto de
iguakta4 Y producir diferencias dO trato para los ciudadanos por
razón del Cusar de su residencia en un impuesto del Estado,
personal y ..nera\, como es el de la renta. De otro lado, los mismos
arts. 8 ~ 9 cuestionados poc!rfaQ ser inconstitucioQa\es por vioiat el
principto de leplidad tnbutaria. Este principio, aunque atempe­
rado en los términos de la Sentencia constitucioQa\ de 4 de febrero
de 1983, no impide entender que la reserva de Ley ha de referirse
a los criterios o JlfU!clpios con arreglo a los cua1es se ha de resir la
materia tributaria. de tal forma que~ haberse collCu1cado por
las disposiciones cuestionadas el pnncipio de lep1idad enunciado
en el art. 9.3 de la Constitución.

b) De todo lo anterior se seauirfa una intima conexión entre
igua1dad,,:=r~id'd, en CII8Ilto que todos los ciudadanOS tienen el
mismo a que se resu\en sus oblipciones tributarias
mediante Ley votada en Cof\el, sin que sean admial\>les delepcio­
nes reg)ameQtarias ilimi!&dU, 10 ~enlaza COQ la \lOSlble ii1&ac­
ción del art. 53.1 de la Consutuci que establece la l""'eaidad de
que sólo por Ley, que eIl todo caso sbr6 de respetar su contenido
esencia\, podrá reguIarse el ~ercicio de tales derechos I libertades,
lo que aqul se habria infrúlsido, al QO fijarse por Ley el tipo
impositivo. La misma vu1neració1l seria de apreciar respeclCl de lo
estlblecido en el art. 149.1-1.°, eIl el que se dispoae que el Estado
tiene competeDcia exclusiva sobre la re¡¡u\lción de las condicio_
básicas que pranticen la i¡ualdad de todos los espdoles eQ el
ejercicio de los derechos Y en el cumplimiento de los deberes
constituciona1es, principio de i¡ualdad que = de maIlera
l\a¡nmte desde el momento en que el Estado . o residencia
eIl los Ayuntamientos la IijaciÓQ de un elemento e&eIlcial del
tributo, que, al poder variar de modo sustaQcia\, iI1troduce de
modo inmediato un elemento O compo.....te capaz de ¡enera1

~ tanto cabria decir respecto del mandato·contenido en
el art. 139.1 de la misma Consutución, ~n el cual todos los
espailoles tienen los mismos derechos y obligaciones eQ cualquier
parte del territorio del Estado. Entendido este precepto de collfOr­
midad COQ la doctrina constitucional (SeIltencia de 16 de noviem-

bre de 1981), el mismo DOdria haber sido coneu1cado por la Ley
24/1983 al dejar de establecer por si el elemento esencial del tributo
que es el tipo o al no limitar su fijacióll dentro de unos nW¡etles
concretos.

d) Por lUtimo, apuntó la Sala la posible violación del art.
157.2 de la CoQstitución, de acuerdo con el cual las Comunidades
Autónomas no podrán, en nin¡útl caso, adoptar medidas tributa­
rias sobre bienes situados fuera de su territorio, prohibición que,
COQ mayor razón, habria de predicarse de los municipios, ya que no
puede olvidarse que el ...car¡o va a iI1cidir sobre la cuota Ilqujda
del impUesto sobre la ReIlta de las Personas Fisicas y los relldi­
mielltos que componen aq~l1a puedcIl provenir de bieIles que el
contribuYellte posea fuera del término municipal de su residencia.

e) Cuanto queda dicho seria ia>!almellte dO ap1lcación, ajuicio
de la Sala, al art. 13 de la Ley 24{1983, de 21 de diciembre,
ratificáJldose así la timdameQtaelón que precede respecto de esta
disposición de Ley. Por todo ello, en consecuencia, se suscitó la
presente cuestión de iI1constitucionalidad sobre los arts. 8, 9 Y 13
de la Ley 24/1983, de 21 de diciembre y por referencia a lo
dispuesto en los arts. 1, 14, 31.1 Y 3, 53.1, 133.1 Y 2, 139.1,
149.1-1.° Y 157.2 de la Constitución, remitiélldose por la Sala
testimonio 1itera1 de las aetuaClo.....

4. Por providencia del dfa 19 de septiembre de 1984, la
SeccióQ Segunda del Pleno dispuso la admisión a trámite de la
cuestión planteada y, de conformidad con 10 prevenido en el art.
37.2 de la WTC, que se diera traslado de la mIsma al Conareso de
los DipUtados y al Se!"'dor así como al Gobierllo y al Fiscal
General del Estado, al objeto de que, eIl el plazo comÚll e
improrropble de quince dias, pudieran personarse eQ el proce<!l­
miellto y formular las aleaaciones que estimaran procedentes. Se
dispuso, asimismo, la publIcación de la incoación de la cuestión en
el «Iloletill Oficial del Estado», para aeneral conocimiellto.

5. El Fiscal Getteral del Estado se personó en el prOcedimiento
y formuló las alepciOQes que a contilluación se resumen:

a) Tras exponer la similitud de la euestiÓQ suscitáda sobre los
arts. 8 y 9 de la Ley 24{1983 COQ la que fuera objeto de ntras
cuestiones de iIlconstituClonalidad entonces pendientes y después
de m:ordal', asimismO. el sentido y los antCcedcntes legislativos de
las disposiciones de la referida T - ahora cuestionada, observa el
Ministerio f-'scal habiendo~ el \e8iStador la posibili­
dad del recargo y t':k: sus condiciones, no todos los Ayuntamien­
tos lo han introducido para el ejercicio fiscal de 1983, ni tampoco
son igua1es los tipos establecidoS en aquellos casos en Ips que se ha
hecho uso por los Ayuntamientos de la posibilidad establecida en
la Ley. De aqul -se¡úJ1 el Auto de planteamiento de la euestión­
naceria la discriminación denunciada.

b) Al respecto, es de recordar la doctrina constitucioQa\ sobre
la SUjeción del1e¡is1ador al principio de i¡ua\dad, jurisprudencia de
comormidad con la cual se ha de establecer eIl la Ley un trato i¡ual
para situaciones iJuales, debiendo existir una justificación razona­
ble para todo trato desigua1 Yque, establecida la igua1dad éTlla Ley,
la misma no podrla ser Quebrada-arhitrarlamente por sus aplicado­
res ante casos sustancjpfmcnte i¡ua1cs. A J*ti:! de estas~
han de examinarse las disposiciones cuestionadas, advirtiendo, en
primer lusar, que la Ley se refiere a todos los Ayuntamientos, por
m4s que -de conformidad con el sentido mismo de la Ley- sólo
hayan hecho uso del recargo aquellos cuyo déficit o previsióQ de
QuevOS servicios acoQsejan uti1izar esta Queva vla de .".....,.. Por
ello, no COQV= el u¡umento expuesto eIl l;1 plantealIl1ento de la
cuestión eIl orden a la quiebra del principio de igua1dad en razón
de que el reau¡o no habria sido establecido por todos los
Ayuntamientos. MAs bien resultarIa aceptable aqul lo contrario,
esto es, que todos los Ayuntamientos, fuese cual fuese su situacióQ
económica, hubiesen iIltroducido aquél. La exi¡encia de iaualdad
de participación eIl los pstos (art. 31 de la Constituci6n) está
precisamente POstulando un trato i¡ual en relacióQ con la necesidad
pública, pero, al ~pio tiempo, ese "lUto público» condiciona la
cuantia de 1& parUcipaci6n ciud.d • na en el mistno. Como muestra
la diversa ordeJlación, se&ÚIllos AyuIltamientos, de otros imp_
tos, la participacióQ ciudadua en el aasto municipal opera eIl
relacióQ o proporción a las lteceaidades concretas de cada munici­
pio sielldo de recordar que si la autollOJQla municipal (~ 140 de
la COnstituciÓQ) se hace visble por la posibilidad de disponer de
«medios suficientes» (art. 142), t81es medios han de fijarse caso por
caso, siempre, c1ato es, dentro de las precisiooes del legislador (art.
133, 1 Y2, de la Constitución), siendó inadmlsib~ la pretellsióQ de
tratar de torma ifua! situaciol1es c\arametlte desiguales.

Por ello, ~endo de la juriaprudencia constitue.ipna\, QO se
produce discriminación si el trato cIesi¡ual tiene una iustilicación
razonable, y el hecho de que deterttIin.ados muniClpios baym
establecido el recargo no puede teIler otra fIceta de discusión que
la de iIlexisteDcia de los colldicionamielltos a los que pretelldc
atender el \eaislador: Déficit de la haciellda local; nuevo instru­
mento de avan<:e>t ea la actividad de la Corporación LocaL
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c) Establecido e! recarso, se cumple con la precisi6n del
lesislador, quien, si bien dej6 en libertad a cada Ayuntamiento para
su introducción, impuso la necesidad de que consista en un
«pOrcentaje único~, porcentaje fijado por el Ayuntamiento de Jerez
de la Frontera en el 5 ¡;>or 100. Al respecto, es de recordar la
jurisprudencia COnstituCIOnal sobre los arts. 31.3 Y 133 de la
Constituci6n, de conformidad con la cual tales preceptos no
determinan una legalidad tributaria de carácter absoluto. Si fue el
legislador quien estableci6 el ='o la posibilidad de su
imposici6n, y el ntismo l!'$isladorco 6 los elementos esencia-
les, es obVIO que la decill6n munici aun cuando no sea este
tema que pueda examinarse en el plano de una cuestión de
insoonstitucionalidad, no quebrant6 la i¡ualdad intrinseca conte­
nida en la norma emanada de las Cortes Generales, j)OI'O tampoco
6stas,.al promulll"" la Ley 24/1983, infringieron el principio de
i¡ualdad ni la OlUgencia de legalidad tributaria en los t6rminos en
lI.ue ba sidoin~ y entendida por la jurisdioci6n constitu­
CIonal. Todo lo dicho, por lo demás, seria aplicable al art. 13 de la
Ley, tambi6n cuestionlido. Sin embargo, respecto de esta disposi­
ci6n cabria bacer algunas puntualizacione.. En primer lusar que, si
bien el Impuesto sobre la Renta de las Personas Flsicas es un
¡ravamen de carácter nacional, y que los recarsos impuestos, o
dejados de imponer por vla muniCIpal, llevan a un tratamiento,
desde el plano econ6mico, distinto para los babitantes de cada
t6rmino municipal, la Contribuci6n Territorial es un impuesto
municipal, lo que de IU~ bace que, recordando lo antes dicbe, IU
tratamJento pueda ser diferente 1IOJÚI110 acordado por las respecti­
vas Corporaciones Locales. De otra parte, el precepto cuestionado
(art. 13) contiene, en cada uno de SUl púiafos, preceptos muy
diversos, pese a que el Auto mediante e! cual la cuesti6n se
promueve, no baya~o en eI1os. La referencia in tato al art.
13 es, por ello, inadmisible: El párrafo segundo se limita a fijar UD
tipo de ¡ravamen ya existente con c:arácter seneral basado en
disposiciones distintas, que la Ley se limita a recordar y e! tercero
señala el procedimiento a seguk para adoptar los acuerdos perti­
nentes. Parece que el Auto de remisión no ba advertido estos
matices y que, en todo caso, la cuesti6n podría plantearse respecto
del pártago primero exclusivamente.

Ail reducido el ámbito de la cuesti6n (párrafo .primero del arto
13),. ,,"y que decir que no se crea ningún nuevo impuesto,
reg¡¡J8D4ose sólo el quantum del tipo, que se deja a la libre
determinaci6n de cada municipio en cuanto «tributos locales
propiOD y que no se impone a los municipios la e!evaci6n del
tributo, sino que incluso, y en prevlsi6n de que no se proceda a ello,
se mantienen los tipos OX1Stentes -básicoa- que «son de aplicación
aeneral>t. Al resP.CC!o, cabe referirse a lo prevenido en el art. 133.2ae la ConstituC16n; A<Las Comunidades Autónomas y las Corpora­
ciones Loca1es »<lCbtn establecer y exigir tributos, de acuerdo con
la Constituci6n y con las LeyeD. En un sistema de diversas
instancias territoriales, DO p~ pretenderse que se imPO!li8 un
r6gimen tributario id6ntico en todas ellas y en todos los casos. No
es 6sto 10 que quiere la Constitución, sino que prime la diversidad
en base a la respectiva autonOmla (arts. 137 Y 140 de la Norma
fundamental). El reconocimiento constitucionaI del princi~o y del
derecbo de i¡ualdad DO BUpone el 1I'8t8IDiento material .d6ntioo,
admiti6ndose diferencias, siempre que tenpn 6stas un carácter
razonable.

De otra parte, la correlaci6n entre ti~ y necesidades o
atenciones a las que debe proveer el muniCJpio, podrá ser tema a
examinar en la vla conteneiosc><ldmintrativa, pero nUDca llevarse
allllanO de la inconstituciona1jdad Cabe observar, ¡;>Of úItiJDoJ. que
la Constituci6n no babia de que e! sistema tributarío, aparte oc ser
justo, baya de respeIjI,r o cumplir con el principio de i¡ualdad, sino
de~~ en el mismo, modulado automAticamente por e! de
progrellvidad. Uevar las cosu a otros extremos equivaldrla a
sostener que todos y cada uno de los espaA01el debemos tributar en
i!l6ntica cuantia, lo que resu1tarla aberrante, iJljUlto Y desi¡ualita­
no.

No parece, pues, que se haya incurrido en inconstitucloDa1idad
por lo prevenido en el art. 13 -apartado l.., en particular- de la Ley
24/1983. Por todo ello, se interesa se diete Sentencia declarando la
no inconstitucionalidad de los preceptos de la Ley 24/1983, de 21
de diciembre, que se debaten en la presente cuesti6n.

6. Personado e! Letrado del Estado, expuso SUB alepciones en
los t6rminos que a l:Ontinuaci6n se resumen:

a) Como primera consideracl6n, ba de señalarse que, teniendo
en cuenta la doctrina constitucional (Sentencia 103/1983, de 22 de·
noviembre), es de reconocer ~.~I ~sente caso una cireunatancia
que imposibilita la~ de la cuesti6n, porque DO es
tanto la inconstitucionaIidad de la norma, sino la del ACuerdo,lo
que late en el fondo de este proceso, lIOJÚI1, por lo demás,
reconocieron los recurrentes en e! presente proceso. En la demanda
que abri6 el proceso l:Ontencioso se dijo, en ~fecto, que lo alegado
era una inconstitllCionalidad autónoma del ACUOI'OO municipal de

imposición «Que pudo no darse si la actitud del Ayuntamiento
hubiera sido otra». Ello es así no sólo porque la Corporación podía.
simplemente, no babor hecho uso de la facultad conferida para
establecer el recargo, sino porque. aun en el supuesto de utilizarlo,
e! Ayuntamiento pudo justificar seria, adecuada y razonablemente
la medida, razonando el trato distinto introducido.

Por ello. de lo que aquí se trata no es de discutir la constitucio­
nalidad de la norma babilitante del acto recurrido. sino la de este
último y, curiosamente, 6ste parece ser también el m6vil de la
decisi6n Judicial al proponer la cuesti6n: Lo que el 6rgano judicial
se plantea es la posibilidad de que, COmo consecuencia de la
utilizaci6n por UD Ayuntamiento de la facultad otorgada por la Ley,
se atente contra el principio de igua1dad de trato de los españoles.
Es obvio que no es 6sta la Iinalidad de! proceso constitucional
regulado en el art. 35 de la LOTC, siendo de citar la doctrina
l:Ontenida en la Sentencia 58/1982, de 27 de julio, según la cual <da
mera posibilidad de un uso torticero de las normas no puede ser
nunca en si misma motivo bastante para declarar la inconstitucio­
nalidad de 6s~.

Se ba producido, en suma, una utilizaci6n inadecuada del
proceso constitucional regulado en el art. 35 de la LOTC, pues lo
procedente hubiera sido, en todo caso, el empleo en la vla de
amparo, pues no otro era el sentido de la pretensión de los
recurrentes. Sólo li los preceptos cuestionados no fueran suscepti­

·bles de interpretaciÓD cOnforme con la Constituci6n -lo que aquí,
como veremos, no ocurre- procedería el planteamiento de esta
cuesti6n.

b) Ya en cuanto al fondo, se alegan unas vulneraciones de la
Constitución. afirmándose en el Auto, en síntesis, que las disposi­
ciones cuestionadas, pudieran infringir los principios constitUCIona­
les de ~dad y legalidad, así como la interdicci60 de que las
Comumdades Autónomas adopten medidas tributarias sobre bie­
nes situados fuera de su territorio o que sU,PO!li8n obstáculo para
la libre circulaci6n de mercancias o sel'Vlcios (art. 157.2 de la
Constituci6n).

En cuanto a lo primero -supuesta quiebra del principio de
igualdad- ha de señalarse que el alcance de este principio no puede
lfevarse tan lejos que lo ha&a incompatible con el de autonomía de
los distintos entes que conforman España. Pero es que, además, tal
i¡ualdad no ha existido nunca. Las Corporaciones Locales, incluso
antes de la Constituci6n, gozan de autonomía para la imposici6n
de exacciones y para determinar la intensidad de la carga impuesta,
siendo uf que ciertos impuestos locales sólo son exigibles en
determinados municipios, en raz6n a criterios de poblaci6n. La
igua1dad proclamada en los preceptos constitucionales que se citan
en el Auto de remisión, no puede, pues, ser entendida con un
criterio riguroso, debiendo estarse a lo que deriva ya de la doctrina
constitucional en este orden (Sentencias 6/1984, de 24 de enero y
51/1984, de 25 de abril). En particular, ba de reconocerse que, en
este caso, el inter6s constitucionalmente digno de protecci6n r que
puede jUltificar la diferencia es la autonontia de las CorporaCIones
Locales, en relación con su suficiencia económica (art. 137 de la
Constituci6n). Por lo demás, como no todos los Ayuntamientos se
balIan en i¡ual situaci6n econ6mica, podrá en cada supuesto
cliscutirse -y para eUo queda abierta la vla contencioso-8dministra­
tiva- si la imposici6n obedece a una causa que justifique la posible
desigualdad. Pero lo que no cabe es predicar la vulneraci6n de este
J!l'CCOI'Io, en abstraelo, por los articulos alegados, siendo de citar la
doctrina establecida al Ja Sentencia 37/19112.

c) Se a1e&a. en segundo lugar, la infracci6n del principio de
legalidad J'?1' Toi arts. 8, 9 Y 13 ae la ntisma Ley y en relaci6n con
lo preven1do en los arts. 31.3 y 133.1 de la Constituci6n, preceptos
que se ponen en oonexi6n con los arts. 149.1.1.· Y 53.1 de la misma
Norma fundamental.

Ha de decirse, en primer lusar, que es Jl!Ccisamente por medio
de una Ley ordinaria como se ha establecido .... recargo sobre el
Impuesto de la Renta de las Personas Físicas en favor de las
Corporaciones Loca1es, Ley que define tanto la cuota sobre la que
e! recarso ba de aplicarse, como la incidencia del mismo sobre la
recaudaci6n por el Estado en virtud de este impuesto, así como los
demás aspectos de BU Rgimen jurídico (sesti6o, liquidación,
inspecci6n, recaudaci6n y revisi6n, de una parte; sujeto pasivo,
interdicci6n de exenciones, bonificaciones, reducciones o deduccio­
nes, de otra).

Ea sólo la lilIta de establecimlento por la Ley 24/1983 de un tope
mbimo del tipo~:=en lo que jUltifica su alegada inconsti-
tucionalidad. Sin em , el propio art. 12 de la LOFCA deja
tambi6n a las Com . es Autónomas la fllcubad de fijar el tipo
de recarso sin tope al¡uno y -aunque en aquel caso los entes
afectados gozan de potestad lesislativa- en el presente supuesto la
dicci6n de los ~os constitucionales citados en el Auto de
remisi6n no imposibilitan el que sean las propias Corporaciones
Loca1eslas que fijen dicho~ Por lo demás, es este criterio el que
mejorcom~ los principios de suficiencia, autonomía y solida­
ridad (arts. 2, 137, 138.1 y 142 de la Constituci6n.
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La interpretación col\iunta de los arts. 31.3 Y 133.2 de la
Constitución ha llevado a la doctrina a considerar que, en relación
con las Corporaciones Locales, el art. 31.3 establece una reserva de
Ley relativa, preciaamente en virtud del principio de autonom/a
(art. 140 de la Cnnstitución), siendo de destacar, al respeCtO, la
doctrina constitucional que expreaan Ia$ SenIeDcias 6 Y41, de 1983.
En nuestro propio sistema tributarin existen, de otro lado, ejemplos
de la flexibilidad con que se aplica el principio de legalidad
tributaria, siendo de reseñar lo dispuesto en el art. 10.\, por
referencia al art. 58, de ~J General Tributaria,

Si las Corporaciones es, en conclusión, ¡ozan de autono-
mía presupuestaria y de gasto, es lógico que cuenten también con
la de ingresos y que se les imponp la ob\ipción de asumir la
responsabilidad que se deriva de sus decisioncs sobre el estableci­
miento del recargo que DOS ocupa.

d) Afirma el órgano judicial que suscita la cucatióll la existell­
cia de una conexión, en este caso, entre los principios de legalidad
y de igualdad, porque el principio de legalidad (ans. 31.3 y 133.1
Y3 de la ConstituClón) respondería a la necesidad de preservar la
¡gualdad entre todos los esl?adoles, para lo cual se reserva el Estado
la facultad de establecer tnbutos por medío de la~ Se trata de
un planteamiento carente de fundamento. Ante ), porque es
dificilmente compatible con la e::,~n constitucional en cuya
virtud pueden las Cnrporaciones establecer y exigir tributos
de acuerdo con la constitución y las Leyes, preciaarnente para
conseguir su suficiencia económica (ans. 133.2 y 142 de la Norma
fundamental). No puede citarse lo disl?uesto en el art. 149.1.1.°
para sostener la exclusiva competenCIa estatal para establecer
tributos, porque ello supondría ignorar la potestad tributaria de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales (ans.
133.2, 142 y 157.1. b de la Cnnstitución). Por lo demás, lo que el
art. 53.1 de la misma Cnnstitución reserva a la Ley es sólo la
regulación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en
el capítulo 11 de su título 1, debiendo tenerse en cuenta, al respecto,
la doctrina constitucional que expreaan las Sentencias 6 Y 41, de
1983.

Una cosa es, en fin, que poeda hacerse por las Corporaciones
Locales un uso inadecuado de la facultad que la Ley 24/1983 les
confiere (lo que entrañarla una desviación de poder) y otra, bien
distinta, que los propíos ans. 8 y 9 de dicha Ley estén viciados de
inconstitucionalidad.

e) De otra parte, el art. 157.2 de la Constituci6n no podrá
decirse infringido, pues, en primer lugar, tal preeeplO no se refiere
sino a las Comunidades Aut6nomas y, en segundo lugar, a mayor
abundamiento, el propío art. 12 de la WFCA, integrante del
bloque de constitucionalidad al que se refiere el art. 28.1 de la
LOTC, también poSIbilita el establecimiento de n:cu¡os sobre el
mismo impuesto por parte de las Comunidades Autónomas, sin
~ue sea pensable achacar a tal precepto el vicio de inconstituciona­
lidad que aquí se alega. Por lo demás, en nuestro ordenamiento
(tanto preconstitucional como posconstitucional) existen ejemplos
de recargos municipales sobre tributos estatales, siu que falten
tampoco ejemplos en Derecho comparado. .

7. En el Auto de remisión se haeen extensivas laI fundamenta­
ciones expuestas sobre loo ans. 8 r 9 a lo prevenido en ~I art. 13
de la misma Ley 24/1983. También esta n:¡nsentación, _ su
parte, estima suficientes las consideraciones expuestas para defen­
der la constituciooaJidad de loo arts. 8 Y 9, respecto del art. 13.
debiendo señalarse, a mayor abundamiento, que los tributos
contemplados en dicbo art. 13 tienen carácter 1oca1 (disposición
transitoria primera de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre), por 10
que la cobertura del prece)lIO cuestionado se encuentra reforzada
por el art. 142 de la Conatit0ci6Il, que hace expresa mención a loo
tributos propios de las Corporaciones Localea Por todo 10
expuesto, se suplicó se desestimara la cuestión de inl:onstitucionali­
dad planteada, declarándose la conformidad con la Cnnstit0ci6n de
los aru. 8,9 Y 13 de la Ley 24/1983, de 21 de diciembre.

8. Por providencia de 12 de febrero de 1987, se señaló para
deliberación y votación de la presente cuestión de inlXlnstituciona­
tidad, el día 17 de febrero de 1987.

lL FUNDAMENTOS JURIDlCOS,

1. En el Auto de la Sala de lo Cnntencioso-Adrninistrativo de
la Audiencia Territorial de Seví1la, rnedíaute el cual se suscita la
presente cuestión de inconstituciona1idad, se ap""ta una posible
~tradicción del,?, ans. 8, 9 y 13 de la~ Z4,'1983, de.21 de
diCIembre, de Medidas Urgentes de SaneaJnJent,o y Regulación de .
las Hacíendas Loca1es, con una serie de preceptos constitucionales
que se reseñan. El ámbito de la cuestión acotado asI por el Tribunal
que la propuso. en el momento de hacerlo, tiene' ahora que quedar
reducido, ya que, después de haber sido planteada la presente
cuestión, .este Tribunal dictó la Sentencia 179{1985, de 19 de
diciembre, en cuya parte disPositiva se declaró la lDconstitucionali...
dad de los arts. 8.1 y 9.1 de la citada Ley 24/1983. Quiere ello decir

que estos preceptos legales han de ser tenidos por nulos desde el
momento en que se dictó la mencionada Sentencia constitucional,
en virtud de lo dispuesto en el art. 39.1 de la LOTe. Han sido,
poes, expulsados de nuestro ordenamiento jurídico y no es ya
poSIble su aplicación por loa Tribunales de Justicia, ni en el
supuesto aquí planteado, ni en otro alguno. corno decíamos, con un
alcance análogo, respecto de las cuestiones alIl resueltas, en las
Sentencias 152 Y 151, ambas de 4 de diciembre de 1983. Es cierto
que en la cuesti6n de la que ahora conocernos, la duda de
constitucionalidad se plantea globalmente y sin mayor precisión
sobre el contenido total de los ans. 8 y 9 de la Ley 24/1983 Y no
sólo respecto de los apartados 1.0 y 2.° de uno Y otro precepto, que
fueron los expresamente declarados inconstitucionales ~n la Sen­
tencia 179/1985. Sin embargo, si se tiene en cuenta la motivaci6n
que el Tnounal a qua da a su duda sobre la constitueinnalidad y
la forma en que justifica la relevancia de la misma en el proceso del
que la cuesti6n deriva, se llega sin dificultad a la conclusión de que
las disposiciones de Ley efectivamente cuestionadas son las mis­
mas que en su día este Tribunal declaró inconstitucionales, con una
declaraci6n que, corno ya se ha dicho, no puede ahora reiterarse,
por baber producido efectos generales yerga omnes. Por ello, el
objeto de la presente cuestión ha de ceñirse a determinar la
conformidad o inconfotmidad con los preceptos que el Auto de
remisión cita del art. 13 de la Ley 24/1983.

Una precisión adicional conviene !lace< todavía. El arto 13 de la
Ley 24/1983 eslá formado por tres apartadol distintos y, aunque
aparentemente el Tribunal a qua 10 cuestiona a su totalidad, no
todas IUS determinaciones quedaD. afilctadas por la fundamentaci6n
expuesta eIl el Auto de remisión, corno con razón seña1a en sus
alegacioncs el Fiscal.Genera1 del Estado. También en este punto la
cuesti6n de inconstitucionalidad debe quedar reducida a lo que
somete a nuestra decisión la duda de constitucionalidad del
Tribunal a qua y el necesarin juicio de relevancia que realiza. Se
limita asila cuestión exclusivamente a 10 previsto en el nÚID. 1.0
del referido art. 13, según el CIIa1 ... partir del 1 de enero de 1984
el respectivo tipo de ¡ravamen de Contribución Territorial Urbana
y de la Rúatica y Pecuaria podrá ser fijado libremente por los
Ayuntamientos en relación con los correspondientes bienes clasifi­
cados de naturaleza urbana o rústica sitos en su término munici.
paI», pues nada dice el Auto de remisión sobre la conformidad o
disconfurmidad con la Cnnstituci6n de lo prevenido en los otros
doa~ del mismo precepto legal (fijación de los tipos
im_tivOl cuando no se prodnzca Acuerdo mnnicipa! en contta­
río y proadimiento a traVá del CIIa1 han de adoptarse los
Acuerdos), sin que sea posible, por lo demás, apreciar la relevancia
de una hipotética duda de constitucionalidad de tales apartados en .
el proceIll del que la cuestión deriva. Ciñéndonos, poes, a lo dicho,
este proeeso oonstil1lcional tiene por objeto enjuiciar la constitucio­
nalidad de la nOllna contenida en el apartado 1.0 del art. 13 de la
tantaa veces mendonada Ley 24/1983.

2. Considera el Tnbunal proponente de la cuesti6n que el
precepto legal que faculta a los Ayuntamientos para fijar libremente
los tiPos de gravamen de la Cnntribnción Territorial Urbana y de
la Rústica? Pecuaria puede ser contrario a lo dispuesto en los ans.
k 14, 31. y 3, 53.1, 133.1 Y 2, 139.1, 149.1-1.0 Y 157.2 de la
umstituci6n. Los citados preceplos poeden englobarse para su
estudio en tres grupos distintos: En primer lu¡pr. la contravención,
en la libertad de fijación de tipos imposiUvos, de las normas
constitucionales que establecen la iaúaldad (arts. 1.1, 14, 31.3 Y
139.1);, en se¡ondo lugar, la posible contraVención de las reservas
de Ley que aquí se consideran de obligado respeto (ans. 31.1, 53.1
y 133.1 Y 2), y, por último, las disposiciones limitado.res de 1111

:

testades tributarias de los entes territoriales diferentes del Estado
ans. 149.1._1.° y 157.2). Ningún inconveniente hay para seguir en
a exposición de esta Sentencia el orden que sugiere el Auto que

propone la cuesti6n, aunque antes de iniciar nuestro examen, es
pertinente, sin embargo, dejar constancia de una observación
preliminar. En lo que aquí rnteresa, la Contribución Territorial
Urbana y la Cnntribución Territorial Rústica y Pecuaria, con
anterioridad impuestos estatales. devinieron tnDutos locales a
partir del 1 de enero de 1979, en virtud de lo prevenido en la
disposición transitoria 1.1, b), de la Ley 44/1978, de 8 de
septiembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Flsícas. La
condición de tributos locales de estas contnbnciones tiene también
su ~ejo."" ellítul'? 11 de la propia Ley 24/1983 -en el que se sitúa
la dispostClón cuesUonada- que se encabeza con la rúbnca «Impo­
sición municipal autónoma». como lo tiene. asimismo. en el texto
refundido de la di'POSicio'les legales vigentes en materia de
tégjrnen local, aprobado por Real Decreto l.elti<lativo 781/1986, de
Ilf de abri1. texto éste en el que, por 10 demás, se recoge, respecto
de 1aI.contnbuciones consideradas, una norma idéntica a la que,
enunciada en el art. 13.1 de la Ley 24/1983, ha de ser aquí objeto
de examen para determinar su conformidad a la Cnnstituci6n (arts.
250.1 y 272.1 del texto refundido~ Porque quienes han alegado en
esta cuestión así lo han recordado y porque, en todo caso, este rasgo



BOE núm. 54. Suplemento . Miércoles 4 marzo 1987 21

habrá de merecer ulterior consideración, es. oportuno dejar sentado,
desde el principio, el carácter de tributos locales que tienen los
contemplados en aquel precepto legal.

3. Aunque en el Auto en el que se propone la cuestión, las
normas constituciones relativas a la iaualdad se citan todas ellas
conjuntamente. no es impertinente sedalar que DO todas tienen el
mismo carácter y el mismo alcance. Así, el arto 1.1 menciona la
i¡ualdad junto con la libertad, la justicia y el pluralismo politico
como uno de los valores superiores del orelenamiento juridico. En
cambio, el arto 14, como es bien sabido, en un capítulo dedicado a
los derechos y libertades, consagra la llamada igualdad ante la Ley
Y la interdicción de discriminaciones por razón de nacimicJlto.
raza, religión, opinión o cualquiera otra condición o circunstancias
~nal o social, mientras que en el ar\. 31.1 .el principio de

.'8ua1dad, junto con el de prOFesividad y el de capacidad econó­
mica, es considerado como entena inspirador del sistema tributa·
rio. Estos preceptos, el ar\. 14 Y el 31, como a1&unos otros que
podrIan citarse (v. sr. el ar\. 9.2) son reflejo del valor supenor
consagrado en el ar\. 1, pero no. tienen todos ellos el mismo alcance,
ni poseen la misma encacia Esta razón aconseja examinar separa·
damente si existe una violación especifica del derecho a la i¡ualdad
entre la Ley consa¡rado en el. ar\. 14, como violación autónoma,
respecto de la relativa a si existe o no violación del principio de
i¡ualdad inspirador del sistema tributario indisociablemente enla·
zado con el principio de legalidad que en la mencionada materia

ri¡cComenzaremos nuestro análisis'Wr la relación 'existente entre el
ar\. 14 de la Constitución y el ar\. 13.1 de la Ley 24/1983, por ser
~sta la cuestión central en el proceso (l qua, que no en vano se ha
tramitado por el cauce que reconoce la Ley 62/1978, de Protección
Juriadiccional de los Derechos Fundamentales y de las Libertades
Públicas. Para resolver esta cuestión no es relevante la alegación
que hace el Abogado del Estado cuando dice que lo que se quiere
controvertir aquI es, en ri¡or, la conformidad con la Constitución
del Acuerdo del AyuntamIento de Jerez de la Frontera, pues 0610
~ste es el que introduce 'la diferenciación. Es claro que nosotros no
hemos de juz¡ar en el presente proceso la legalidad del Acuerdo
municipal, pero no 10 es menos que, adoptado el Acuerdo con base
en la Ley, ha de examinarse en esta sede.la legitimidad constitucio­
nal de dicha Ley. Tampoco es relevante el hecho de <¡ue la norma
legal no contenga de modo directo la diferenciactón, ya que,
estrictamente, contiene una habilitación o apoderamiento '1"" el
legislador realiza en favor de otras instituctones para que éstas

r.uedan adoptar, con eficacia en sus respectivos ámbitos territoria~

es, resoluciones de las que directamente derivará la disparidad. El
hecho de que la Ley habilite o permita la diferenciación si¡nifica
que directa o indirectamente la crea y por ello puede entrar en
colisión con el citado precepto constituctonal.
, Sin embaigo, las conclusiones a las que hay 'lue llegar tras la

confrontación del precepto constitucional y el lepI no son favora·
bies a la tesis de la mconstitucionalidad en este punto y sin
peljuicio de lo que más adelante se señale. Es verdad que la
disposición legal hace posible un trato tributario diferenciado entre
los contribuyentes del pals, a cauaa de los tributos de referencia y
en virtud de los AcuerdOs que adopten para sus respectivos ámbitos
territoriales los plenos de las corporaciones mumcip!ues. Diversi·
dad, sin embaigo, no es diacriminación, ni es situactón por si sola
que contraven¡a el arto 14, seaún una constante doctrina de este
Tribunal, que, por sobradamente conocida, es ahora ocioso citar de
manera pormenorizada. PIIede el legislador diferenciar los efectos
jurldicos que baya de extraer de supueatos de hechos disimiles, en
atención a la consecución de fines constitucionalmente licitos.
Tra~dose de tributos de carácter local, nada impide que las
norinaa que los ordenen, atiendan a esta diferenciación de situacio·
nes y de linaJidades a conseguir, estableciendo ~enes jurldicos
que pueden ser, por lo menos ~almente, distintos. Efectiva~
mente, hubiera sido P?sible que la Ley dispusiera, de un modo u
otro, una determinactón directa,~ diversificada -en atención a
cuantlas diversas del déficit mumcipal, a las necesidades financie­
ras existentes, a los servicios que los Ayuntamientos I'resten o al
número de la población-, de tipos unpositivos diversos. La
diversificación de los tipos impositivos para las contribuciones
territoriales que examinamos, puede, por eUoaconcebirse en
abstracto, como acomodada a las ,exi¡encias el principio de
i¡ualdad, siempre que posea un fundamento justificado y racional
y arranque de situaciones que pueda lesltimamente considerarse
como diversas. No hay, por tanto, en esta diversidad una violación
autónoma del derecho consa¡rado en el art. 14.

4. El arto 31 de la Constitución, en sus apartados I y 3, abre
un panorama de problemas que necesita de alsuna matización.
Hemos citado ya la igualdad que el art. 31.1 reclama como
principio inspirador de la obligación de contribuir al sostenimiento
de los gastos públicos. Convendrá además subrayar que, en el
precepto legal citado, el régimen jurldico de ordenación de los
tributos es considerado como UD sistema, lo que reclama una dosis

inevitable de homoseneidad. Consecuencia del arto 31.1 Ytambién
del ar\. 31.3 es la unidad del sistema tributario en todo el territorio
nacional como indeclinable exigencia de la i¡ualdad de los es-­
pañoles.

Además de ello, el arto 31.1 establece una reserva 8eneral de Ley
en el orden tributario, sobre la cual este Tribunal ha tenido ocasión
de hacer antes de ahora importantes puntualizaciones.

Hemos dicho, en efecto, que, cuando el arto 31.3 de la
Constitución proclama, en lo que aquí intereaa, que 0610 podrán
establecerse prestaciones patrimoniales de carácter público coo
arreglo a la Ley, está dando entrada la Norma fundamental no a
una legalidad tributaria de carácter absoluto -pues no se impone
alli que d establecimiento baya de hacerse necesariamente por
medio de Ley- sioo, con mayor flexibilidad, a la exigencia de que
ordene la Ley los criterios o principios con arreaIo a los cuales se
ha de regir la materia tributaria y, concretamente, la creación ex
novo del tributo y la determinación de los elementos esenciales o
configuradores del mismo (Sentencias 6/1983, de 4 de febrero;
37/1'181, de 16 de noviembre, y 179/198S, de 19 de diciembre).
Como ocurre con otras de las reservaa de Ley presentes en la
Constitución, el sentido de la aqui establecida no es otro que el de
asegurar que la regulacióo de determinado ámbito vital de las
personas dependa exclusivamente de la voluntad de sus represen.
tantes, sin que ello excluya la posibilidad de que la Ley pueda
contener remisiones a normas infraordenadas, pero sí el de que
mediante tales remisiones se provoque, por su indeterminación,
una dearadacióo de la reserva formulada por la Constitución en
favor elel legislador (Sentencia 83/1984, de 24 de julio). Esta
garantla de la autodisposición de la comunidad sobre si misma, que
en la Ley estatal se cifra (ar\. 133.1), es también, en nuestro Estado
constitucional democrático, como hemos puesto de relieve más
arriba, una consecuencia de la igualdad Ypor ello preservación de
la paridad básica de posición de todos los ctudadanos, con
relevancia no menor, de la unidad misma del ordenamiento (art. 2
de la Constitución), unidad que -en lo que se refiere a la
ordenación de los tributos y, de modo muy especial, de los
impuestos- entraña la común prosecución, a través de las determi~
naciones que la Ley conteDjlll. de objetivos de política social y
económica en el marco del stStema tributario justo (art. 31.1) Yde
la solidaridad (art. 138.1) que la Constitución propugna.

El sentido que bay que reconocer en la reserva introducida por
el ar\. 31.1 de la Constttución no puede entenderse, sin emb~o,
desligado de las condiciones propias al sistema de autononuas
territoriales que la Constitución consagra (art. 137) Y especifica.
mente -en el presente proceso- de la garantía constltucional de la
autonomía de los municipios (ar\. 140). En lo que al ordeo
tributario importa, aquella reserva de uy resulta reiterada y
especificada en los nÚms. I y 2, de art. 133, de la Constitución,
precepto en el que -regulándose la relación entre ordenamientos en
este ámbito- se enuncia tanto la potestad originaria del Estado
para, mediante Ley, establecer los tributos como la I""ibilidad de
que las Comunidades Autónpmas y laa CorporacIOnes Locales
establezcan y exijan tributos, de acuerdo con la Constitución y las
leyes. Procura así la Constitución integrar las exis;encias diversas.
en este campo, de la reserva de Ley estatal y de la autonomía
territorial, autonomfa que, en lo que a las Corporaciones Locales se
refiere, posee también una proyección en el terreno tributario, pues
estos antes habrán de contar con tributos propios y sobre los
mismos deberá la Ley reconocerles una intervenClón en su estable­
cimiento o en su exigencia. según previenen los arts. 140 Y 133.2
de la misma Norma fundamental. ello sin peljuicio de que, esta
autonomía tributaria no sea pleoa (los tributos propios son 0610
una de las varias fuentes de in¡resos de las haciendas locales) y de
que ,no aparezca la misma, desde luego, carente de límites. por el
mismo carácter derivado del poder tributario de las Corporaciones
Locales y porque también respecto de ellas, como no podla ser de
otro modo, la autonomía hace referencia a un poder necesaria~

mente limitado (Sentencia 1/1981, de 26 de enero).
Este Tribunal no puede, como es obvio, definir en términos

generales y abstractos cómo hayan de integrarse, en cada caso, las
exigencias derivadas de la reserva de· Ley en el orden tributano y
de la autonomía de las Corporaciones Locales -de los municipios,
en el presente proceso- para intervenir, de acuerdo con la Constitu­
ción misma y con las Leyes, en el establecimiento o en la exigencia
de sus tributos propios. Tampoco puede -ni sería necesario ahora­
determinar el diferente alcance de la reserva legal, según se esté
ante la creación y ordenación de impuestos o de otras figuras
tributarias. Sin desconocer la inicial libertad de confi~ión<¡ue
en todo ello le cumple al legislador nacional, cuya IntervenCión
reclaman los apartados I y 2, del arto 133, de la Constitución, nos
corresponde, estrictamente, hacer valer, cuando así se nos requiera,
la subsistencia equilibrada de uno y otros de estos imperativos
constitucionales, que no podrán abolirse entre sí en su respectivo
despliegue. La integridad de la Constitución y del orden por ella
introducido en nuestro Derecho quedaóa ciertamente menosca-
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bada si cualquiera de sus prescripciones quisiera, imponiéndose a
costa de la unidad da la Nonna fundamental, sobreponene a lo
dispuesto por la propia Constitución en otro de sus preceptos, y
esta advertencia ha de servir .de guía para el legislador y para
nosotros ahora, a efectos de determinar si en el art. 13.1 de la Ley
24i1983 se han sacrificado, incurriéndose en inconstitucionalidad,
las exigencias de la reserva de Ley en materia tributaria.

Es claro, en suma, que, si bien respecto de los tn1lUtos propios
de los municipios esta reserva no deberá extenderse hasta UD punto
tal en el que se prive a los mismos de cualquien intervención en la
ordenación del tn1lUto o en su exigencia para el propio ámbito
tetTitorial, tampoco podIi el legislador abdicar de toda resuJaci6n
directa en el ámbito parcial que así le reserva la Constituet6n (arl.
133, 1 Y2). De conformidad con el primero de los apartados de este
prece¡>lo constitucional, en efecto, le corresponde a la Ley la
cre8C16n ex novo de cada figura tributaria, más este establecimiento
legislativo del tributo no buta para satisfucer la función constitu­
cional de la reserva de Ley en este campo, como bien se muestra
en el núm. 2 de la disposición constitucional que consideramos. El
que la Norma fundamental haya querido aqui que el estableci­
miento o la exigencia de tnbutos propios por las ~raciones
Locales se realice no sólo de acuerdo con la ConstituCIón misma
sino también de conformidad con lo dispuesto en las l.eyes,
significa, en lo que ahora importa, que esta potestad tributaria de
carácter derivado no podrá hacene valer en detrimento de la
reserva de Ley presente en este sector del ordenamiento (arts. 31.3
y 133.1) Yque el legislador, por eOo, no podrá limitarse, al adoptar
las reglas a las que remite el art. 133.2 en su último inciso, a una
mera mediaci6n formal, en cuya virtud se apodere a .las Corpora­
ciones Locales para conformar, sin predeterminación aIgwia, el
tributo de que se trate. Las Leyes reclamadas por la Constituci6n
en este último precepto no· son, por lo que a las CO~ODes
Locales se refiere, meramente habilitadores para el ejemcio de una
potestad tributaria que ori¡inariamente sólo corresponde al Estado.
Son también Leyes ordciladores -siqu!era de modo parcia\, en
mérito de la autonomla de los mumcipios- de los tributos así
calificados de «IocaI_, porque la Constituci6n encomienda aqui al
legislador no sólo el reconocer un ámbito de autonomía al ente
territorial, sino también garantizar la reserva lepI que eDa misma
establece (art. 31.3), Ycuyo sentido hemos recorilado con anteriori­
dad. No puede desconocerse que la reserva lepI establecida en la
última disposición constitucional citada es -sesúD expresi6n doctri­
nal comlin y de conformidad con lo que iDdicamos, respecto de una
fórmula constitucional análop, en la Sentencia 60/1986, de 20 de
mayo- una reserva 4lftlatiVD, romo tampoco cabe iporar que,
ClillDdo se trata de ordenar por Ley los tnbutoslocalea, esta reserva
ve confirmada constituciona1mente su parcialidad, esto es, la
restrieci6n de su ámbito. Pero el ámbito objetivo uf reservado a la
Ley no queda, en tal caso, garantizado, por ello, mediante una mera
cláusula JepI habilitante en favor de la plena autodeterminaci6n
del ñsimen de sus tributol por las Corporaciones Locales, conclu­
sión q~ en estos térmioos absolu~ seria incluso inexacta
respecto de entes dotados de potestad ~tiva, como son las
Comunidades Aut6nomu (arts. 149.1-J.

éo
I56.1 , 157.3 de la

Constituci6n). Los Ayuntamientos, como rporaclODeS rep.........
tativu que son (art. 140 de la Constitución), pueden, ciertamente,
hacer realidad, mediante sus Acuerdos, la autodisposición en el
establecimiento de los deberes tributarios, que es uno de los
principios que late en la fonnación histórica -y ea el reConoci.
miento aetual,en nuesllO onlenamien_ de la regla sqún la cual
deben ser los representantes quienes establezcail los elementos
esenciales para la determinación de la oblipción tributaria. Pero es
claro que la reserva lepI en esta materia existe también al servicio
de otros principios-la preservaci6n de la unidad del ordenamiento
y de una básica iaualdad de ~sici6n de los contribuyentes- que,
garantizados por ra Constitución del modo que dice su art. 133.2,
no permiten, manifiestamente, presentar al Acuerdo municipal
COmo sustituvo de·1a Ley para la adopción de unas decisiones que
sólo a ella, porque así lo quiere la Constitución, corresponde
expresar. .

5. Las consideraciones anteriores permiten entrar ya a exami.
nar la conformidad o disconformidad de lo preveuido en el
precepto lepI cuestionado con las normas constitucionales re¡ula­
doras de la reserva de Ley en materia tributaria. .

No ea .dudoso que, al diferir el art. 13.1 de la Ley 24/1983 a los
Ayuntanuentoa la determinación de los tipos impositivos para las
Contribuciones aDlcon~ se ba habilitado a estasCo~
ciones Locales para la fijaci6n «Iib,.". de un elemento eseneta! ea
la defiuición de tales tributos, pues tal condici6n es de reconocer al
tipo o porcen~e que, aplicado a la base imponible, habrá de servir
para estimar, en cada caso, la cuantía de la 0b!iPción tributaria
(Sentencia 179/1985, de 19 de diciembre). Tambiétl es cierto que
en la Sentencia a la que se acaba de hacer referencia -y en otras
anteriores por eDa citadas: Sentencias 37/1981, de 16 de noviembre
y 6i1983, de 4 de febrero- se declar6 que, por imperativo de la
reserva legal que bemos venido considerando, la detenninación -o

la ~laci6n, para la determinación, según los casos- de los ti~s
impositivos era tarea, por esa su esencialidad para la defiuiCl6n
nonnativa del tributo, que correspondía necesariamente a la Ley.
Eno sin peljuicio -ha de añadirse- de que cuando, como ahora
ocurre, se esté ante tributos de carácter local, deba el legislador
reconocer a las Corporaciones Locales una intervención en el
establecimiento o en la exigencia de aqUéDos. Puede el legislador
estatal hacer una pl!rcia\ resulaci6n de los tipos del imp'uestn,
predisponiendo criterios o limites para su ulterior definict6n por
cada Corporaci6n Local, a la que corresponderá ya, en ejercicio de
su autonomía y en atención a las peculiaridades de su hacienda
propia, la precisi6n de cuál sea el tipo que, de acuerdo con el marco
lepI. haya de ser aplicado en su respectivo ámbito territorial.

No se hizo así, sin embargo, en el ar!. \3.1 de la Ley 24/1983.
En el marco de esta Ley, como consta en su preámbulo, pretendió
al dictarlo el le¡islador hacer. posible un saneamiento de las
haciendas locales mediante la adopción de medidas tributarlas que,
adecuadas a la situación de las finanzas de cada Corporación,
expresaran lo que se creyó era un correcto entendimiento de la
autonomía que prantiza la Constitución a 101 municil?'iQS, entendí.
miento <l.ue -puede decirse incidentalmente- era tambrén viSIble en
las conSIderaciones expuestas por a1¡ún sector de la doctrina
científica sobre el ámbito de la autonomJa financiera de los entes
locales. La ¡>lena coherencia de aquel objetivo con lo determinado
en 1.. Constttuci6n en orden a la deseable suficiencia de medios de
1.. haciendas locales (art. 142) no puede desvirtuar, sin embargo,
el juicio nejOtivo que ahora. ba de merecer, desde la defensa de la
reserva de Ley también constitucionalmente garantizada, la técnica
empleada ~r el legislador para dar entrada a los Ayuntamientos en
la ordenact6n de las Contribuciones Territoriales consideradas. Tal
intervenci6n municipal era y es constitucionalmente posible, pero
no en los t6mrinos en Q.Ue aquí se dispuso, mediante un pleno
desapoderamiento del I..,slador en favor de la autonomía munici.
PaI -<Dnsagrada sin llmites ciertos y, por tanto, desfigurada- para
la determinaci6n de un elemento esencial en la defiuici6n de los
tributos.

A este Tnbunal -reiterando una observaci6n anterior- no le
éontwonde seblar positivamente cuáles sean los posibles modos
de ajuste leaislativo entre la autonomJa municipal y la determina­
ci6n por Ley de los elementos esenciales de cada tributo. Podemos
sólo apreciar cuando -como por medio del precepto cuestionado
sin duda ocurre- tal '\iuste o equilibrio ha desaparecido por
completo en la nOrmBCl6n de Ley, renunciando el legislador al
establecimiento de toda limilación en el ejercicio de Iio potestad
tributaria de las Corporaciones Locales y ahandonando, en la
misma medida, la función que en este campo corresPOnde sólo a.
la Ley de conformidad con Unas determinaciones constitucionales
que no son, obviamente, disponibles para el legislador. La renuncia
pl~na ~r la Ley a todo encuadramiento .n.ormativo de la potestad
tnbutana local no se acomoda, en defimttva, con lo dispuesto en
el arto 133.2 de la Constituci6n ni con la 8eneral reserva de Ley
establecida en este ámbito por el art. 31.3 de la Norma fundamen­
tal, pues esta reserva -como hemos indicado- está también a!
servJcio de la procuración del ..istem... tnbutario al que se refiere

~
do primero del precepto constitucioDll1 citado y de la

i dad de los ciudadanos dentro de él y no se compadece, por
e o, con habililacionei indeterminadas para la configuración de los
elementos esenciaIea de los tributos. Por eOo por las mismu
razonea que dijimos en la citada Sentencia 179/1985 y que aqui
hemos recordado, debemos declarar la inconstitucionalldad de lo
dispuesto en el art. 13.1 de la Ley 24/1983, aunque no la del arto
13.2 que, como antes dijimos (fundamento jurídico l.o in fine) no
puede considerarse cuestionadoL y que constituye una norma que
porporciona cobertura l. sunciente, en el sentido de los arts.
133.2 Y 31.3 de la Constttución, a la percepci6n del tributo con
arreglo a los tipos refundidos aDl fijados.

6. Declarada la inconstitucionalidad del arl. 13.1 de la Ley
24/1983, loo efectos de esta declaraci6n no sólo han de incidir en
el proceso judicial que está en la base del presente, sino que deben
deparar también ~n mérito de la nulidad que nuestra Ley
Orgánica prescribe (art. 39.1}- la definitiva expulsi6n de aqueDa
disposici6n de Ley del ordenamiento. En virtud de esta Sentencia
no podrán los Ayuntamientos actuar la libre potestad que en su
favor creó el precepto declarado inconstitucional, con la consecuen­
cia adicional de que -en tanto no provea el legislador a una nueva
regulación acomodada a la Constttuci6n en este punto- serán los
tipos impositivos inicialmente concebidos como supletorios en la
propia Ley (art. 13.2) los que babrán de considerarse aplicables en
orden a la defiuición de este elemento esencial de las Contribucio­
nes Territoriales Urbana y Rústica y Pecuaria.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTU.
ClON DE LA NACION ESpAÑOLA, •
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Ha decidido:

. Declarar inconstitucional y por tanto nulo el art. 13.1 de la Ley
24/1983, de 21 de diciembre, de Medidas Ursentes de Saneamiento
y Re¡ulación de las Haciendas Locales.

Publlquese esta Sentencia en el d!oletin Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 17 de febrero de 1987.-Firmado: Francisco
Tomlisy Valiente.-Gloria Betlué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Dlez..Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Fernando García-Mon y Gonzlitez­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio Dla¡o Eimit.-Milluel
Rodrilluez..Piñero y Bravo-Ferrer.-JesÚs Leguina ViUa.-Luis López
Guerra.

Voto particular que en la cuestión de ¡nconstitucionalidad núm.
665/1984, formula el Magistrado excelent(simo señor don Eugenio

Dfaz Eimil

l. Las conclusiones que me apartan de la Sentencia son las dos
que paso a fundamentar a continuación debidamente separadas:

a) La habilitación que el art. 13.1 de la Ley 24/1983, de 21 de
diciembre, concede a los Ayuntamientos para fijar libremente el
tipo de lII'l'varnen de las Contribuciones Territoriales Urbana y
Rústica rPecuaria no es contraria a la reserva lega1 establecida en
el art. 3 .3 de la Constitución. ..

Esta reserva \egal, según dice la Sentencia Y con ello estoy
~nforme, comprende la creación del tributo y la determinación de
los elementos esenciales o confilluradores del mismo, que son, sin
propósito exhaustivo, el hecho imponible los sujetos pasivos, la
base imponible y el Upo de gravamen, y debe respetar, cuando se
trata de tributos municipales, la autono~~~~garantiza el art. 140
de la Constitución, la cual unpone al l' or la obligación de
conceder, en el ámbito de esos elementos confisuradores del
tributo, un marsen de libertad que permita a los Ayuntamientos
adoptarlos a sus peculiaridades de acuerdo con la polltica tributaria
municipal que decidan sus legitimos representantes democrática­
mente elegidos.

. Para eI\iuiciar si el legíslador ha conciliado, en términos
constitucionales correctos. la autonomía financiera municipal con
el fin de paridad básica de todos los ciudadanos en el marco de un
sistema tributario justo y solidario. al que responde, según la
Sentencia, la reserva legal del art. 31.3 de la Constitución, no es
criterio válido, en mi opinión, el aislar. la fijación del tipo de
gravamen del conjunto de elementos conlí¡Uradores del tributo en
el que está inserto y, a partir de ello, obtener la consecuencia de que
la habilitación a los Ayuntamientos para fijarlo libremente consti­
.tuye, en palabras de la Sentencia, «1a renuncia plena por la Ley a
toCIo encuadramiento !\ormativo de la potestad tributaria Iocaf».

Si la Ley crea el tributo, define el becbo impomble, determina
los sujetos pasivos y señala los criterios ll"nerales de concreción de
la base imponible, no pareoe excesivo considerar que la potestad
municipal de fijar libremente el tipo de graVanlen no entraDa esa
«renuncia plena» que afirma la Sentencia, sino una }IOte5t!'d que se
concede dentro de un sistema tributano preconfilltlradO ~r el
legislador que sujeta a importantes limites la autonomla mumcipal.

Se centra, entonces, el problema en establecer cuál es el matll"n
de libertad que el lepslador puede otorgar a los Ayuntamientos
para fijar el tipo de gravamen sin quebrantar el principio de
le¡alidad tributaria.

La graduación de este margen de libertad municipal constituye
una opción polltica del legislador, al cual corresponde confisurar la
autonomia financiera de los Ayuntamientos de acuerdo con la
concepción más o menos generosa que tenga de la misma, debiendo
destacarse que precisamente el lugar apropiado para modular la
autonomia financiera municipal, dentro del sistema tributario que
la Ley establezca, se encuentra en la regulación de la base
imponible y el tipo de gravamen.

La Ley 24/1983 opta por una autonomía que considera la más
adecuada a la realidad económica nacional y municipal por
responder, según su preámbulo, a un sistema que, por un lado,

Sala Primera. Recurso .de amparo número
1.092/1985. Sentencia número 20/1987. de 19 de
febrero.

La Sala Primera del Tribunal Constituciona1, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, don Francisco Rubio Unrente,

,don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Setra,
don Eu~"nio Díaz EimiI, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

~ el reequilibrio financiero y, por otro, permite avanzar
poSitivamente en la fase de transición hasta el modelo final que se
regulará en el JlIO)'ecto de Ley de Financiación de las Entidades
Locales que remttirli el Gobierno de la Nación a la Cortes
.Generales; de acuerdo con esa concepción y designio habilita a los
Ayuntamientos para fijar libremente el tipo de gravamen en vez de
señalar limites máXimos al mísmo.

Esta opción política, al realizarse dentro de un sistema tributa­
rio definido y delimitado por el legislador en sus líneas esenciales
y básicas, no puede considerarse excedente del contenido norma­
tivo mímmo que es exigible a las Leyes tributarias en virtud de la
reserva legal prevista en el art. 31.3 de la Constitucióo y osi debió
estimarlo este Tribunal porque de otra forma se invade lo que es
propio del poder legislauvo al sustituirae el modelo de autonomía
financiera elegida por el ~slador por otro más restrictivo de
señalamiento de limites máximos que, además de tener i4Ual pero
no mayor justificación que aquél, adolece del inconvemente, de
dejar indeterminado, por falta de cuantificación, cuáles son los
límites concretos de libertad municipal en /:s:¿ación del tipo de
gravameo que no vulneran el principio de dad tributaria.

Esa sustitución del criterio del legíslador por el del Tribunal
puede perturbar gravemente, sin fwidamentación constitucional
suficiente, el ordenamiento tnoutario disebdo' por el1egislador en
relación a las Haciendas municipales y restrinll" inde6idamente.
siempre a mi juicio. la autonomía fi.naDclera de los Ayuntamientos,
que es pieza esencial de la autonomía administrativa que les
garantiza el arto 140 de la Constitución.

b) La inconstitucionalidad del art. 13.1 de la Ley 24/1983 por
quebrantamiento de la reserva tegaI establecida en el art. 31.3 de la
Constitución no vulnera el derecno a la illualdad consagrado en el
1lrt. 14 de la propia Constitución.

Aceptar que una habilitación lqaI que no establece elemento
discriminatorio alguno es, por sí sola, vulneradora del derecho a la
igualdad es tanto como admitir que este derecho fundamental
prot",e, no sólo contra desigualdades realmente producidas, sino
también contra las futuras e ltípotéticas cles!fua!dades que puedan
cometerse en uso irrazonable de la habilitacion, lo cual es supuesto
que puede no llegar a producirse.

Para determinar si el derecho a la illualdad reconocido en el arto
14 de la Constitución ha sido vulnerado es ineludible realizar un
juicio comparativo entre la norma o aeto diferenciador y otro
elemento de comparación a fin de indapr si existe diferencia de
trato y, en su caso, si &ta es o DO razonable y proporcionada.

Esta comparación concreta y específica no es posible realizarla
por la sola ~ única presencia de la habilitación establecida en el art.
13.1 de la Ley citada, pues no existe término con el cual pueda
compararse.

E!l su consecuencia, la inconstitucionalidad de dicha habilita­
ción l"'r infracción de la reserva de Ley del art. 31.3 de la
ConsUtución no guarda relación con el derecho a la igualdad del
art. 14 de la misma Constitución, ni, por tanto, puede servir de
fundamento para estimar la cuestión planteada, pues ésta lo ha sido
en un proceso de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, interpuesto
en defensa del derecho a la~ y, en su virtud, la 'única
pregunta relevante para la decisión del proceso es la de si el arto
13.1 de la Ley 24/19g3 es insconstitucional por vulneración del
referido derecho fundamental; toda otra inconstitucionalidad fun­
dada en motivo distinto, como puede ser la infracción de la reserva
legal del arto 3L3 de la Constitución es irrelevante en el seno de esta
cuestión, cuando esa inconstitucionalidad no produce el efecto
vulnerador que interesa al proceso en el que se plantea la cuestión,
como asi entiendo que ocurre en el caso contemplado.

2. En virtud de lo razonado y lametando discrepar de la
mayoría, que, como tal, considero objetivamente más adecuada
que la mia propia, expuesta desde el plano estrictamente personal
y con el máximo respeto a la decisión del Tribunal, opino que la
Sentencia debió ser desestimatoria de la cuestión de inconstituci~
nalidad, aun en el supuesto de que se considere que el arto 13.1
cuestionado quebranta la reserva legal del art. 31.3 de la Constitu­
ción.

Madrid, 17 de febrero de 1987.-Firmado.-Eull"nio Díaz Eimil.

EN NOMBRE DEL REY

la siauiente
SENTENCIA

En el "'!'= de amparo núm. 1.092/1985, promovido por don
José Braullo Velasco Ciudad, don Francisco Aguilera Ruiz, don
José Jesús Pérez Casamayor. don Constantino Símón Aparicio y
don Juan Martln Pozuelo, representados por el Procurador don


